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¿Qué implicaría que una política pública continúe 
regulando la educación sexual, pero que ya no pueda 
nombrarse mediante la categoría que articulaba sus 
objetivos, enfoques, materiales e indicadores? Esta 
pregunta dejó de ser hipotética el 15 de mayo de 2026, 
cuando el Ministerio de Educación aprobó, mediante la 
Resolución Viceministerial N.° 085-2026-MINEDU, 
los “Lineamientos para la Educación Sexual con 
base científica, biológica y ética” (ES-CBE). La 
resolución derogó los lineamientos de 2021 y dio 
cumplimiento a la sexta disposición complementaria 
final de la Ley N.° 32535, que ordena incorporar el 
nuevo marco al Currículo Nacional y a los currículos 
regionales “eliminando toda referencia a la educación 
sexual integral (ESI)” (Congreso de la República del 
Perú, 2025; Ministerio de Educación del Perú, 2026).
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Fuente: Ministerio de Educación del Perú. Elaboración: OBEPE, con base en las RVM N.° 169-2021 y N.° 085-2026-MINEDU.
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Dicha reforma interviene sobre una política que ya 
enfrentaba una brecha importante entre aceptación, 
cobertura e integralidad.  En un estudio realizado 
en 61 escuelas de Lima, Ayacucho y Ucayali, el 
97% de estudiantes, el 100% de docentes y el 
98% de directores consideraron que la educación 
sexual debía enseñarse en la escuela; además, el 
92% de estudiantes señaló que le había resultado 
útil o muy útil. Sin embargo, solo el 9% declaró 
haber recibido los 18 temas utilizados para medir 
un abordaje integral, y menos de la mitad reportó 
aprendizajes sobre anticoncepción, embarazo no 
deseado, prevención del VIH y otras infecciones de 
transmisión sexual, o habilidades interpersonales. La 
política, por tanto, gozaba de legitimidad entre los 
actores escolares, pero se implementaba de manera 
fragmentaria y con capacidades insuficientes (Motta 
et al., 2017).

Ese punto de partida permite, entonces, formular el 
problema con mayor precisión: ¿la sustitución de la 
ESI por la ES-CBE modifica únicamente el nombre 
de la política o altera también la forma en que 
el Estado define, coordina y evalúa la educación 
sexual? ¿Qué elementos se mantienen, cuáles 
son reordenados y qué efectos puede producir 
el cambio sobre una implementación que ya era 
desigual? La hipótesis del presente artículo es que 
la reforma combina tanto continuidad pedagógica 
como reencuadre institucional. Es decir, aunque 
conserva componentes sustantivos de la educación 
sexual, sustituye la categoría que los integraba, 
modifica la jerarquía de determinados enfoques y 
obliga a adecuar instrumentos, responsabilidades y 
criterios de rendición de cuentas. Por ello, el objetivo 
aquí es identificar el tipo de cambio institucional que 
representa esta operación y proponer una agenda 
de observación para su implementación. Para ello, 
el análisis parte de la sustitución normativa, la sitúa 
en la trayectoria regional de reacción antigénero 
y, desde ese marco, examina sus efectos sobre la 
infraestructura y la implementación de la política.

En principio, los lineamientos de 2021 definían a 
la ESI como un espacio sistemático de enseñanza 
y aprendizaje orientado al cuidado del cuerpo, 
las relaciones interpersonales y el ejercicio de la 
sexualidad. Su integralidad no dependía solo de 
reunir contenidos biológicos, socioafectivos y 
ético-morales, sino que suponía articularlos con 
los enfoques de derechos, igualdad de género, 
interculturalidad e inclusión, y trasladar esa 
articulación a la tutoría, las áreas curriculares, la 
convivencia escolar, la formación docente y la 
gestión institucional. Por su parte, los lineamientos 
de 2026 también definen la educación sexual 
como un proceso integral. Asimismo, mantienen 
referencias explícitas a las dimensiones biológica, 
socioafectiva y ético-moral, así como a los derechos 
humanos, la prevención y el monitoreo. En ese 
sentido, la comparación normativa no permite 
sostener que el cambio consista en el reemplazo 
de una política “integral” por otra exclusivamente 
biológica. Más bien, la diferencia se ubica en el 
marco legal y terminológico que reorganiza esos 
componentes y redefine sus énfasis (Ministerio de 
Educación del Perú, 2021, 2026).

La sustitución normativa y 
el alcance de la integralidad
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La diferencia, sin embargo, se encuentra en el 
marco que organiza esos componentes. La Ley N.° 
32535 coloca en primer plano las bases científica, 
biológica, ética y en valores; dispone que las 
referencias al enfoque de género o de igualdad de 
género se entiendan como enfoque de igualdad de 
oportunidades entre mujeres y hombres; y reconoce 
el derecho de padres o tutores a participar en 
la educación de sus hijos y a que esta se imparta 
conforme a sus convicciones morales. La resolución 
de 2026 incorpora parte del lenguaje previo, pero 
debe interpretarse dentro de ese mandato legal. 

La continuidad de ciertos términos no equivale, 
entonces, a la continuidad automática de su función, 
pues un mismo componente puede adquirir otro 
peso cuando cambia la relación que mantiene con 
los demás enfoques y con las reglas que orientan su 
aplicación.

Pero, ¿por qué esa diferencia importa? La 
“integralidad” no es simplemente la suma de biología, 
afectividad y ética, sino una forma de conectar 
conocimientos, derechos, relaciones de poder, 
habilidades para la toma de decisiones, diversidad 
de experiencias y condiciones institucionales de 
enseñanza. Su contenido permanece abierto a 

interpretación y puede reducirse si esos elementos 
se presentan de manera aislada o subordinada 
(Miedema et al., 2020). Una revisión de programas 
evaluados encontró que aquellos que abordaban 
explícitamente el género y el poder en las relaciones 
eran cinco veces más propensos a mostrar efectos 
favorables sobre infecciones de transmisión sexual 
o embarazos no planificados que los programas que 
no incorporaban esos componentes (Haberland, 
2015). El desplazamiento del enfoque de género, 
por tanto, no es una controversia solamente 
semántica, sino que puede afectar la capacidad de 
analizar desigualdades, consentimiento, violencia y 
autonomía dentro de la educación sexual.

Por su parte, la referencia a las “convicciones 
morales” de padres o tutores plantea una 
segunda cuestión. La participación familiar es un 
componente legítimo y necesario de las políticas 
de educación sexual; el problema aparece cuando 
no se determina con claridad su alcance ni el 
procedimiento para resolver tensiones entre 
convicciones particulares, objetivos curriculares 
y derechos de niñas, niños y adolescentes. Los 
estándares comparados propuestos para la región 
sostienen que la colaboración con las familias debe 
coexistir con la obligación estatal de garantizar 
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contenidos integrales, transversales, adecuados a 
la edad y sustentados en derechos, sin convertirse 
en un mecanismo que haga depender el acceso 
a información de la aceptación de cada hogar 
(Ronconi et al., 2023). Ahora bien, la Ley N.° 
32535 no establece un veto parental expreso, 
pero la amplitud de su formulación abre un 
espacio interpretativo que deberá precisarse en 
materiales, protocolos y decisiones de gestión.
En suma, la modificación lingüística es relevante 
porque reorganiza el marco de interpretación 
de la política. Las palabras utilizadas por el 

Estado seleccionan dimensiones del problema, 
autoridades reconocidas y soluciones legítimas; 
no describen una realidad ya dada, sino que 
contribuyen a producirla como objeto de 
intervención (Bacchi, 2009; Stone, 2012). En 
este caso, el punto no es afirmar que la ES-
CBE haya dejado de ser integral en su texto, 
sino examinar si la nueva jerarquía normativa 
conserva en la práctica la articulación entre 
derechos, género, afectividad, prevención, 
evidencia y participación familiar que dotaba 
de contenido operativo a esa integralidad. 

https://doi.org/10.15691/0719-9112Vol11n1a7
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El caso peruano en perspectiva regional: reencuadre y 
reacción antigénero

La sustitución descrita no surge de forma aislada, 
sino que se inserta en una disputa latinoamericana 
mucho más amplia sobre género, sexualidad 
y autoridad educativa. La literatura muestra 
que, desde mediados de la década de 2010, 
coaliciones religiosas, organizaciones de padres, 
actores partidarios y movimientos conservadores 
han articulado campañas contra la denominada 
“ideología de género”. Aunque sus fundamentos 
pueden ser religiosos, sus intervenciones 
públicas suelen utilizar también el lenguaje de 
la ciencia, el derecho, la libertad de conciencia, 
la protección de la niñez y la autoridad parental, 
lo que permite reunir actores con motivaciones 
diferentes alrededor de un adversario común 
(Estivalet & Dvoskin, 2022; Graff & Korolczuk, 
2022; Tomazini, 2025).

Aun así, los mecanismos han variado entre 
países. En Brasil, la controversia se expresó 
mediante iniciativas asociadas a Escola Sem 

Partido, intentos de retirar referencias a género 
de planes educativos y normas subnacionales 
que produjeron presión sobre docentes aun 
cuando varias fueron impugnadas judicialmente. 
En Colombia y Costa Rica, las movilizaciones 
contra materiales y orientaciones escolares 
con enfoque de género adquirieron relevancia 
electoral y llevaron a autoridades a modificar, 
suspender o defender parcialmente las reformas 
cuestionadas. En distintos casos, la acción 
conservadora no eliminó de inmediato la 
educación sexual, pero estrechó su margen 
de aplicación mediante controversias legales, 
concesiones gubernamentales y efectos de 
censura o autocensura (López Pacheco, 2021; 
Tomazini, 2025).

La comparación permite identificar un patrón: el 
debilitamiento de una política no siempre adopta 
la forma de derogación total. Puede ocurrir 
mediante el retiro de conceptos, la revisión 
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El matiz peruano reside en la combinación de 
una instrucción legal nacional de borramiento 
de categorías con una continuidad selectiva 
de contenidos. A diferencia de los casos en 
los que la presión se mantiene en el terreno 
de la protesta, los proyectos legislativos o las 
decisiones administrativas, la Ley N.° 32535 
ordena expresamente eliminar toda referencia 
a la ESI; al mismo tiempo, la resolución que 
ejecuta el mandato conserva una educación 
sexual multidimensional, responsabilidades 
institucionales y mecanismos de seguimiento. Esta 
combinación hace visible una forma particular 
de reencuadre en donde la política continúa 
materialmente, pero cambia el lenguaje oficial 
desde el cual debe justificarse, implementarse 
y evaluarse. La perspectiva regional permite, 
así, ubicar la reforma como una modalidad 
específica dentro de un repertorio más amplio de 
retrocesos, bloqueos y redefiniciones. Situado 
el caso en ese contexto, corresponde examinar 
por qué el reemplazo de una categoría puede 
afectar la arquitectura cotidiana de una política 
aun cuando parte de sus contenidos permanezca.

La categoría como infraestructura de política pública

Para comprender ese alcance, conviene 
observar que la ESI no funcionaba únicamente 
como una etiqueta curricular. La Resolución 
Viceministerial N.° 169-2021-MINEDU reunía 
bajo esa categoría objetivos, componentes, 
enfoques, responsabilidades para el Ministerio 
de Educación, las direcciones regionales, las 
UGEL y las instituciones educativas, así como 
orientaciones sobre planificación, formación 
docente, participación familiar, acompañamiento 
y monitoreo; la Resolución Viceministerial 
N.° 085-2026-MINEDU crea una arquitectura 

semejante para la ES-CBE. Por ello, la reforma 
no produce un vacío institucional inmediato; 
reemplaza una infraestructura de política por 
otra que conserva varios de sus elementos, pero 
debe reconstruir sus relaciones y equivalencias.

Los instrumentos de política pública (como 
lineamientos, guías, matrices, materiales, 
rúbricas, registros e indicadores) no son soportes 
neutros. Su función es traducir orientaciones 
generales en procedimientos concretos y 
distribuir responsabilidades entre distintos 

de materiales, la reducción de capacidades 
administrativas, el incremento de controles 
parentales o la ampliación de la discrecionalidad 
de docentes y autoridades locales. En ese 
sentido, la reacción antigénero opera también 
sobre la infraestructura cotidiana de la política 
y no solo sobre sus grandes normas (Estivalet 
& Dvoskin, 2022; Graff & Korolczuk, 2022).
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actores. Al hacerlo, definen qué aspectos de la 
política serán observados, qué información será 
registrada y bajo qué criterios podrá evaluarse 
el cumplimiento estatal (Lascoumes & Le 
Galès, 2007). En el caso de la educación sexual, 
una matriz que incorpore dimensiones como 
transversalidad, igualdad de género, habilidades 
socioafectivas o prevención de la violencia no 
solo organiza el seguimiento, sino que también 
fija una definición operativa de la política y 
hace posible comparar su implementación entre 
escuelas y a lo largo del tiempo. Desde esta 
perspectiva, la transición entre la ESI y la ES-
CBE abre un problema de trazabilidad.

Los nuevos lineamientos tienen componentes de 
planificación, asistencia técnica, fortalecimiento 
de competencias, seguimiento, monitoreo 
y evaluación; por tanto, no desaparece la 
obligación estatal de gestionar esta política. 
Sin embargo, la Ley N.° 32535 dispone la 
adecuación de políticas, planes, programas 
y documentos al nuevo marco, a la vez que 
ordena retirar la categoría ESI. En ese contexto, 
si cambian las variables, los indicadores o los 
materiales sin establecer criterios explícitos 
de correspondencia con los instrumentos 
anteriores, resultará difícil determinar si las 
diferencias observadas más adelante responden 
a una mejora, a un retroceso o simplemente a 
un cambio en la forma de medir. El riesgo 
central, entonces, no es la desaparición 
del monitoreo, sino la ruptura de las series 
conceptuales y administrativas que permiten 
seguir la trayectoria de una política en el 
tiempo. Por ello, será importante establecer 
mecanismos de transición que permitan 
vincular los nuevos instrumentos con los 
registros y avances desarrollados previamente. 

Los cinco estándares propuestos por Ronconi 
et al. (2023) sobre legalidad, integralidad, 
transversalidad, formación docente y 
participación de las familias; ofrecen una 
base útil para esa comparación. No dependen 
necesariamente de que el Estado utilice la sigla 
ESI y, en principio, pueden aplicarse también 
a la ES-CBE. Su utilidad reside precisamente 
en obligar a convertir las continuidades 
declaradas en definiciones verificables: qué 
significa integralidad, cómo se incorpora en 
distintas áreas, qué formación reciben los 
docentes, qué participación tienen las familias 
y cuáles son los límites de esa intervención. 
La sustitución de la categoría solo podrá 
evaluarse con rigor si estas dimensiones 
conservan indicadores comparables.

Desde la teoría del cambio institucional, el 
proceso puede describirse como una conversión 
con componentes de desmantelamiento 
parcial. Efectivamente, hay una conversión 
porque se mantiene la estructura formal de 
una política nacional de educación sexual 
(sus lineamientos, actores responsables e 
instrumentos de implementación), pero se le 
asigna una categoría distinta y se reorienta 
parte de su justificación (Mahoney & Thelen, 
2010). Asimismo, hay un desmantelamiento 
parcial porque se elimina la denominación 
ESI, se deroga la norma que la organizaba 
y se interrumpe la continuidad nominal 
de sus instrumentos, sin retirar por 
completo la intervención estatal ni todos 
sus contenidos (Bauer & Knill, 2014). 
Esta caracterización evita dos extremos: 
sostener que nada cambió porque varios 
componentes permanecen, o afirmar 
que toda educación sexual fue abolida.

https://www.gob.pe/institucion/ugel03/informes-publicaciones/8121695-difusion-de-la-ley-n-32535-ley-de-igualdad-de-oportunidades-entre-mujeres-y-hombres
https://doi.org/10.1111/j.1468-0491.2007.00342.x
https://doi.org/10.1111/j.1468-0491.2007.00342.x
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margen de interpretación es característico de la 
burocracia de nivel de calle (Lipsky, 2010). En el 
caso peruano, la evidencia sobre educación sexual 
muestra que esas decisiones cotidianas ya estaban 
influidas por la formación disponible, las creencias 
personales, el clima escolar, la disponibilidad de 
materiales y la posibilidad de conflicto con familias 
o autoridades (Motta et al., 2017; Gil, 2022).

Sin embargo, la categoría nueva puede 
producir efectos diferentes. Una implementación 
acompañada por definiciones operativas, materiales 
coherentes, asistencia técnica y formación sostenida 
podría preservar los componentes integrales 
y ofrecer mayor claridad a los responsables 
escolares. En cambio, una adecuación limitada 
al reemplazo terminológico, sin criterios para 
resolver la relación entre evidencia, enfoque 
de igualdad, derechos y convicciones morales, 
podría ampliar la variación entre territorios y 
escuelas. En este segundo escenario, algunos 

De la norma al aula: capacidades y discrecionalidad

La transición normativa ocurre sobre una brecha 
de implementación previa. El estudio de Motta 
et al. (2017) mostró que la capacitación docente 
era esporádica, los materiales eran insuficientes 
y la integralidad de los contenidos era mínima. 
Un análisis comparado posterior de Ghana, 
Guatemala, Kenia y Perú confirmó que la 
integración de la educación sexual en distintas 
asignaturas, sin suficiente formación y respaldo 
institucional, favorecía omisiones, mensajes 
inexactos y una aplicación desigual del currículo 
(Keogh et al., 2021). Estas dificultades no fueron 
creadas por la reforma de 2026, pero condicionan 
la manera en que será recibida.

Las políticas adquieren su forma efectiva 
cuando son interpretadas por quienes prestan 
los servicios públicos. Docentes, directivos y 
especialistas actúan con información, tiempo y 
recursos limitados, y deben resolver situaciones 
que las normas no anticipan completamente; ese 
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actores mantendrían prácticas previas bajo otro 
nombre, mientras otros reducirían contenidos 
por cautela, incertidumbre o presión local.

Por esa razón, no es válido a nivel metodológico 
el deducir que, de la denominación de la norma, 
todas las aulas adoptarán de inmediato una 
educación sexual restrictiva, del mismo modo 
que la existencia de la ESI no garantizó antes una 
implementación integral. Los efectos deberán 
buscarse en la formación impartida, los materiales 
aprobados, las orientaciones enviadas a DRE y 
UGEL, los contenidos efectivamente enseñados, 
las consultas o controversias promovidas por las 
familias y las diferencias entre tipos de escuela 
y territorios. La unidad de análisis no puede 
limitarse al texto normativo, sino que debe de 
abarcar la cadena mediante la cual ese texto se 
convierte en práctica.

Balance y agenda de vigilancia

Respondiendo las preguntas iniciales, el análisis 
permite señalar que la reforma no suprime toda 
educación sexual ni elimina la integralidad del 
texto de los nuevos lineamientos. Sin embargo, 
sí sustituye la categoría oficial que articulaba 
la política, altera la relación explícita con el 
enfoque de género, incorpora un mandato 
legal de adecuación terminológica y amplía la 
relevancia de la participación y las convicciones 
morales de padres o tutores. Por ello, el cambio 
no es solo nominal, pues modifica el marco desde el 
cual deben interpretarse y coordinarse componentes 
que, en buena medida, continúan. Además, como 
bien se explicó, tampoco se trata todavía de un 
desmantelamiento completo, pues permanece la 
intervención estatal, a pesar de que se retira una 
categoría, se reorganiza su justificación y se obliga 

© Biblioteca Nacional del Perú
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a reconstruir instrumentos y equivalencias. El 
alcance efectivo de ese proceso no puede darse por 
demostrado a poco menos de tres meses después de 
aprobados los lineamientos; dependerá de cómo el 
Ministerio de Educación traduzca el nuevo marco a 
decisiones administrativas y pedagógicas.

Entonces, la vigilancia debería concentrarse en cinco 
cuestiones. Primero, la continuidad curricular: 
si se mantienen la progresión por edades, la 
autonomía, el consentimiento, la prevención 
de violencia, la diversidad y las habilidades 
relacionales. Segundo, la integralidad operativa: 
si las dimensiones biológica, socioafectiva y ética 
se articulan o se enseñan como compartimentos 
separados. Tercero, la trazabilidad institucional: si 
existe correspondencia entre objetivos, indicadores 
y registros de la ESI y la ES-CBE. Cuarto, las 
capacidades de implementación: formación 
docente, materiales, asistencia técnica, presupuesto 
y acompañamiento a DRE y UGEL. Quinto, la 
gobernanza de los desacuerdos: cómo se tramitan 
las convicciones familiares sin convertirlas en 
barreras desiguales de acceso a información y 
protección.

Los compromisos internacionales y los propios 
lineamientos de 2026 ofrecen criterios para esa 
observación. La Convención sobre los Derechos del 
Niño, el Consenso de Montevideo y las orientaciones 
técnicas internacionales reconocen la educación 
sexual como una intervención vinculada al desarrollo, 
la salud, la igualdad, la prevención de violencia y 
el acceso a información adecuada a la edad. Estos 
instrumentos no sustituyen la regulación interna, 
pero permiten valorar si el nuevo marco conserva 
los estándares que afirma reconocer (CEPAL, 2013; 
UNESCO et al., 2018). La implicancia principal es, 
finalmente, institucional. Quienes monitoreaban, 
implementaban o exigían la ESI deberán traducir 
sus indicadores y demandas a un lenguaje que ya no 

forma parte de la terminología oficial, mientras 
el Estado deberá demostrar que la continuidad 
declarada se expresa en instrumentos verificables. 

Nombrar no determina por sí solo lo que 
ocurre en el aula, pero organiza aquello que 
puede planificarse, financiarse, registrarse 
y reclamarse. La pregunta decisiva no es 
si continuará existiendo alguna forma de 
educación sexual, sino qué contenido adquirirá 
la integralidad bajo el nuevo marco y con qué 
evidencia pública podrá evaluarse.
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